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Honorable Legislatura de la Provincia del Neuquén

Bloque Diputados Movimiento Popular Neuquino


Neuquén, 6 de mayo  de 2008

Señora Presidenta

Honorable Legislatura  de la Provincia del Neuquén

Dra. Ana Maria Pechen

Su Despacho

                                                         Tengo el agrado de dirigirme a Ud. y por su intermedio a la Honorable Legislatura de la Provincia del Neuquén,  con el objeto de remitir para su tratamiento, el proyecto de Ley de Acceso a la Información Pública.

                                                 
  Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente.-

Artículo 1º.— Objeto:  La presente ley tiene por objeto hacer efectivo el Derecho de Acceso a la Información Pública con la finalidad de permitir y promover una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de información completa, adecuada, oportuna y veraz.

Artículo 2º.—  Ámbito de Aplicación: La presente Ley es de aplicación en el ámbito de los poderes del Estado provincial  -Ejecutivo, Legislativo y Judicial-,  entes autárquicos, sociedades del Estado provincial, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta, y todas aquellas organizaciones privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien de dominio público.

Respecto a la información del Poder Legislativo y Judicial, deberá proporcionarse toda aquella información que se encuentre relacionada con el ejercicio de sus funciones administrativas.

Artículo 3º.— Alcances: El Derecho de  Acceso a la Información Pública comprende la libertad de requerir, consultar, recibir y difundir información de cualquiera de los poderes y organismos mencionados en el artículo 2º, con las únicas limitaciones, restricciones y condiciones que establece la presente, sin perjuicio del criterio de razonabilidad del funcionario responsable de otorgar la información.

Artículo 4º.— Información Pública: Se presume Información Pública, a los efectos de la presente, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto administrativo, así como las actas de reuniones oficiales, contenida en documentos escritos, fotográficos, grabaciones, soporte magnético, digital o en cualquier otro formato y que se encuentre en posesión y control de los poderes u organismos mencionados en el artículo 2º.

Artículo 5º.— Limitaciones: El derecho de acceso a la Información Pública solamente podrá ser limitado en los siguientes supuestos:

a) Cuando afecte la intimidad, privacidad u honor de las personas, 

b) cuando se trate de información suministrada por terceros en carácter confidencial,

c) cuando se trate de información cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial,

d) cuando resulte protegida por el secreto profesional o bancario,

e) cuando la información se encuentre legalmente declarada secreta  o reservada.

Artículo 6º.— Principios: El procedimiento para acceder a la Información Pública se rige por los principios de igualdad, publicidad, celeridad, informalismo,  gratuidad y oportunidad.

Artículo 7º.— Accesibilidad: Todos los organismos sujetos a brindar información deben prever su adecuada organización, sistematización, disponibilidad y actualización, asegurando un amplio y fácil acceso dentro de sus respectivos ámbitos de actuación.

Artículo 8º.— Gratuidad: El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera su reproducción. Los costos de reproducción son a cargo del solicitante, sin perjuicio de las tasas retributivas de servicios o sellados reguladas por ley.

Artículo 9º.— Plazos: Toda solicitud de información requerida en los términos de la presente ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles. El plazo puede ser prorrogado en forma excepcional por otros diez (10) días hábiles, de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. En su caso, el organismo requerido debe comunicar fehacientemente, por acto fundado y antes del vencimiento,  las razones por las que hace uso de la prórroga excepcional.

Artículo 10.— Silencio: Si una vez cumplido el plazo establecido en el artículo anterior,  la demanda de información no se hubiera satisfecho, se considera que existe negativa en brindarla, quedando habilitada la acción de pronto despacho o de amparo por mora.

Artículo 11.— Denegatoria: La denegatoria de la información debe ser dispuesta por un funcionario de jerarquía equivalente o superior a Director General, por acto fundado, si verifica que no posee la misma o que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en la presente.

Artículo 12.— Responsabilidades: El funcionario público que en forma arbitraria e injustificada obstruya el acceso del solicitante a la información requerida, la suministre en forma incompleta, permita el acceso a información eximida de los alcances del presente u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta Ley, se considera incurso en falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades previstas en los Códigos Civil y Penal.

Artículo 13.— Reglamentación: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley  en el plazo de noventa (90) días contados desde su promulgación.

Artículo 14.— Comuníquese al Poder Ejecutivo provincial.

FUNDAMENTOS

En los sistemas democráticos actuales, la división de poderes constituye uno de los pilares fundamentales para el ejercicio del control del poder. El otro pilar, está constituido por los derechos fundamentales, que garantizan el margen de la acción propia de los ciudadanos, quienes a través del voto, ejercerán el último control sobre el poder. 


El principio republicano de división y equilibrio de poderes permite la fiscalización de los actos de los distintos poderes entre sí, a fin que ninguno de ellos pueda ejercer de manera ilimitada sus funciones.  Sin embargo, este sistema de frenos y contrapesos resulta insuficiente y “débil” como mecanismo de control. Un auténtico control democrático sobre las tres ramas del poder estatal requiere el acceso de las personas a la información oficial. 


En este marco, el acceso a la información pública es la herramienta fundamental con la que cuenta la sociedad civil para controlar a las instituciones. De hecho, ella sólo puede involucrarse activamente en la “cosa pública” cuando se encuentra bien informada. El acceso a la información pública posibilita a las personas opinar con propiedad y veracidad, contribuyendo de tal modo al debate público de las ideas. Además, les permite investigar los problemas de la comunidad, controlar a los mandatarios y participar en la vida política del Estado.


La información pública es un bien inmaterial pasible de protección jurídica. Según la función que cumpla, se puede definir el acceso a la información como un derecho individual o como un derecho colectivo.


El acceso a la información, tal como lo define la  Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art.13) y Pacto Internacional de Derechos Civiles y  Políticos (art.19), es un derecho individual asociado al derecho de libertad de expresión y comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. En este sentido, el derecho de acceso a la información cumple la función de maximizar el campo de autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad. 


Por otro lado, el acceso a la información se puede definir como un derecho colectivo. Dentro de esta conceptualización, la información se distingue de otros bienes inmateriales, como la propiedad intelectual, las patentes industriales o marcas, por su carácter de medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos y adquiere un marcado carácter público o social. Este carácter público o social tiende a relevar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como mecanismo de control institucional ya que tiene efectos preventivos o institucionales, independientemente del uso que se haga de la propia información. En este sentido, el acceso a la información pública es un derecho 

fundamental fundado en  las características principales del gobierno republicano: la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la administración. 


Es decir, el libre acceso a la información estatal es un derecho condicionante para el ejercicio de otros derechos; tales como el control de los actos de gobierno, los mecanismos de democracia participativa y la libertad de expresión. Por ejemplo, para el ejercicio de los mecanismos de democracia semidirecta consagrados en la Constitución Nacional (arts.39 y 40) y en la Constitución provincial (arts.308 a 312), el libre acceso a la información es un requisito necesario y determinante.  Ya que, ningún ciudadano podrá presentar seriamente un proyecto de ley en ejercicio del derecho de iniciativa popular, ni podrá opinar en una consulta que se le realice en relación a un proyecto de ley u otra cuestión si no puede acceder con anterioridad a la información necesaria.

Es imprescindible distinguir entre el derecho a la información y el derecho de acceso  a la información. Mientras que el primero de los derechos sólo se refiere al conocimiento de  la información producida habitualmente por el Estado, el segundo concierne a la posibilidad por parte de cualquier ciudadano de seleccionar la información que requiere. El derecho a la información obliga al Estado a publicitar sus actos, a elaborar y difundir información. Pero el derecho de acceso a la información obliga a los organismos a organizar y sistematizar la información de modo de facilitar a cualquiera la identificación y acceso de la misma. Este es el aspecto que se busca reglamentar, ya que permite asegurar una verdadera transparencia en la gestión de gobierno y reduce las posibilidades de tergiversación de la información pública.

El derecho al libre acceso a la información pública no es una creación novedosa de nuestra provincia, tiene antiguas raíces en la tradición democrática occidental. En este sentido, la Freedom of Information Act (FOIA) de Estados Unidos de 1966 constituye el esfuerzo más ambicioso y completo en materia de regulación y protección de este derecho básico para la efectivización de la participación ciudadana. La FOIA tiene un doble propósito: incentivar la participación ciudadana en el gobierno y también controlar a los funcionarios. Con el apoyo gubernamental y la continua promoción de esta norma, a lo largo de los años, se ha logrado crear una cultura del acceso a la información en la sociedad norteamericana.

En nuestro país, si bien el derecho de acceso a la Información Pública no se incorpora específicamente en una única norma que contemple la obligación estatal de brindar información a los ciudadanos, el mismo es reconocido explícitamente en la constitución Nacional (artículos 41, 42, 43 y 75 inc.22). A su vez, se han sancionado leyes en las que se prevé el acceso a la información en materias concretas, como la política ambiental (Ley 25831), la defensa del consumidor (Ley 24240) y la protección de datos personales (Ley 25326). La única norma genérica que reglamenta el mandato constitucional es 

el decreto 1172/03 de “Acceso a la Información Pública”, en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional. Aunque desde la perspectiva jurídica, la Constitución Nacional habilita por si misma el ejercicio del derecho de acceso a la información pública (sin necesidad de ninguna otra norma al respecto), la experiencia ha demostrado la necesidad de una ley específica que regule este derecho. Tanto en el ámbito nacional como internacional, es clara la tendencia y la necesidad de reforzar el control ciudadano sobre la gestión pública a partir del principio de que toda información estatal es pública, salvo las excepciones necesarias y establecidas taxativamente por ley.

En el nivel local, la mayoría de las provincias reconocen el derecho de acceso a la información en la Constitución Provincial. En algunas jurisdicciones se avanzado aún más y se han sancionado leyes que expresamente garantizan este derecho. Este es el caso de Buenos Aires (Ley 12475 y Decreto 2549/04), Chubut (Ley 3764), Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Ley 104), Córdoba (Ley 8803), Entre Ríos (Decreto 1169/05), Jujuy (Ley 4444), Misiones (Decreto 929/00), Río Negro (Ley 1829), Salta (Decreto 1574/02) y Tierra del Fuego (Ley 653).

En la Provincia del Neuquén, este derecho está reconocido en el artículo 25 de la Constitución provincial, el cual establece: “… No será trabado el libre acceso a las fuentes de información…”. Sin embargo, a la fecha, no existe una norma que regule este derecho fundamental. Es por ello que el presente proyecto de ley tiene como objeto reglamentar el Derecho de Acceso a la Información Pública  con la finalidad de permitir y promover una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de información completa, adecuada, oportuna y veraz. 

El proyecto de ley evita que el pleno ejercicio del derecho de acceder a la información pública quede sujeto al arbitrio del funcionario y fija procedimientos, plazos, excepciones, sanciones y otras normas que atañen a la práctica concreta de dicho derecho. De ninguna manera, la ley que se propone, debe interpretarse como limitante de cualquier forma de información gubernamental que normalmente es accesible al público. Lo que pretende es garantizar que la información obtenida sea precisa, completa, actualizada y que no tienda deliberadamente a confundir a quien la solicita.

Es necesario aclarar que el instrumento legal por si solo no basta para asegurar la plena vigencia del derecho, siendo imprescindible complementarlo con estrategias de promoción del acceso a la información. Es necesario elevar en la sociedad neuquina la conciencia sobre el tema y sensibilizar a la ciudadanía y a los gestores de las respectivas políticas públicas. Es necesario crear una cultura de acceso a la información en la sociedad neuquina.

Debemos demostrar a la sociedad que el derecho de acceso a la información pública y la transparencia es mucho más que un discurso retórico, es un imperativo que debemos acreditar a la brevedad posible para recuperar 

la confianza de la ciudadanía en nuestras instituciones. Y por ende fortalecer la cualidad mentada, necesaria para el ejercicio de la democracia.     

Por todo lo expuesto, se solicita que los integrantes de esta Honorable Cámara el análisis y posterior aprobación de este proyecto de ley.
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